
JURISPRUDENCIAS EMITIDAS POR EL PLENO Y LAS SALAS DE 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIdN Y POR 
LOS TRIBUNALES COLEGIADOS D E  CIRCUITO PUBLICA- 
DOS EN LA GACETA DEL SEMANARIO JUDICIAL DE LA 

FEDERACIdN DE ENERO. FEBRERO Y MARZO DE 1997 

ENERO 1997 
1 

SEGUNDA SALA 7 

ZNEJECUCIÓN DE SENTENCIA. LA SUPREMA C O R T E  ESTA 
FACULTADA PARA RESOLVER SIN TENER A L A  VISTA LOS 
AUTOS RESPECTIVOS, CUANDO DEL T O C A  INCIDENTAL SE 
DESPRENDAN ELEMENTOS SUFICIENTES. 

Tomando en consideración que el cumplimiento de las sentencias de 
amparo es de orden público porque están interesados tanto la sociedad 
como el Estado; que en términos de lo estableado por el articulo 17 
constitucional, los tribunales están obligados a impartir justicia de ma- 
nera pronta y expedita, sustanciando y resolviendo los asuntos dentro 
de los plazos y términos legales y que de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 108 de la Ley de Amparo, en los incidentes de ineje- 
cución de sentencia la Suprema Corte resolverá allegándose los elemen- 
tos que estime convenientes, es de concluirse que, aun cuando no se 
tengan a la vista los autos del juicio de amparo, dicho alto tribunal esa 
facultado para emitir el pronunciamiento correspondiente, cuando en el 
cuaderno incidental existan elementos suficientes. En tal supuesto, nin- 
guna necesidad existe para esperar la remisión de los autos del juicio 
de amparo a fin de resolver lo conducente, pues solamente se daria 
pauta a que se retrasase la solución de un asunto que ya puede legai- 
mente resolverse. 

2a/J. 60/96 
Incidente de inejecución. 184/92. Ricardo Gailido Hemández y otros. 

17 de noviembre de 1995. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. 
Secretaria: Mercedes Rodarte Magdaleno. 
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Incidente de inejecución 87/87. J. Santos Mayo Valdez y otros. 19 de ene- 
ro de 1996. Cinco votos. Ponente: Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia. Secreta- 
rio: Alfredo E. Báez López. 

Incidente de inejecución 123/93. Enrique Zamudio h y o .  26 de enero 
de 1996. Cinco votos. Ponente: Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia. Secretario: 
6scar Germán Cendejas Gleason. 

Incidente de inejecución 32/78. Catalina Luévano viuda de Moctenima. 
29 de mano de 1996. Cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre An- 
guiano. Ponente: Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Germán Martí- 
nez Hemández 

'Incidente de inejecución 216/96. Mauro Villicaña Zavala. 15 de noviembre 
de 1996. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Merce- 
des Rodarte Magdaleno. 
Tesis de jurisprudencia 60/96. Aprobada por la Segunda Sala de este -alto 

tribunal, en sesión privada de nueve de diciembre de mil novecientos noventa 
y seis, por unanimidad de cinco votos de los Ministros: Juan Díaz Romero, 
Mariano Azuela Güitrón, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Guillermo 1. 
Ortiz Mayagoitia y presidente Genaro David Góngora Pimentel. 

. . 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

APELACZdN. A U T O  DE RADZCACZdN EN LA ALZADA Y TÉR-  
MINO PARA. EXPRESAR' AGRAVIOS. N O  EXISTE OBLIGACIdN 

¡.LEGAL DE NOTZFICACZdN PERSONAL. 

La formulación de agravios, o la contestación de éstos, son a c t a  .me- 
ramente potestativos, es decir, que queda al arbitrio de los cóntendien- 
tes el formularnos o no, pues aun cuando con la interposición del re- 
curso se esté manifestando inconformidad con la resolución, el incon- 
forme es el único que puede señalar cuál es el aspecto del fallo que le 
causa agravio, i>or lo que, al no estar considerado el proveído de radi- 
cación y' vista, como de aquellos qde deban notificarse personalmente, 
corre cada una de las partes el imponerse de la secuela procesal, 
puesto que siendo la apelación sólo una continuación de l a  procedi- 
mientos de la misma contienda judicial, en la cual ya están citadas y 
presentadas las partes, es claro que toca a cada una imponerse de la 
sustanciación del recurso y cumplir con las obligaciones que esto im- 
plica, a sabiendas de que de no hacerlo, sufrirá las consecuencias que 
ello conlleva, en virtud de que el tribunal de apelación no cuenta con 
facultades para obligar al apelante a formular agravios o a su contra- 
parte a contestarlos. 
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JURISPRUDENCIA 357 

, PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL QUINTO CIRCUITO 
V.lo. J/12 

Amparo directo 309192. Asociación Rural de Interés Colectivo "Alianza", 
de R.I. 3 de septiembre de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor 
Santacruz Femández. Secretario: Luis Humberto Moiales. 

Amparo directo 236/93. Francisco Javier Manjarrez Díaz. 27 de mayo de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: JosC R. Cuwas Zavala. secretario: 
Gregorio Moisés Durán Alvarez. 

Amparo directo 860/95. Juan Carlos Cubedo Saldívar. 16 de noviembre de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Faustino Cemantes León. Secretario: 
José A. Araiza L i g a .  

Amparo directo 285/96. Alejandro Roque Huitrón Méndez3 y otros. 17 de 
mayo de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Faustino Cervantes León. 

.: Secretaria: Gracida Lara Osorio. 
Amparo directo 528/96. Othón Armenta Bojórquez. 8 de agosto de 1996. 

Unanimidad de votos. Ponente: Faustino Cemantes León. Secretario: José A. 
Araiza Lizárraga. 

DIRECCIóN D E  RESPONSABILIDADES Y SANCIONES. D E  L A  
C O N T R A L O R ~ A  GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL DISTRI- 
T O  FEDERAL. CARECE D E  EXISTENCIA LEGAL.  

' . 'konforme a l  artículo 15 'de la Le); Orgánica de la Administración 
Pública Federal, todo, jefe d e  departamento administrativo se auxiliará 
en..el ejercicio de  sus atribuciones, por los funcionarios que establez- 
ca el  reglamento interior respectivo, así como por los demás servidores 
públicos que establezcan otras disposiciones legales aplicables. Tratán- 
dose del Departamento del Distrito Federal, el articulo 20. de  su Re- 
glamento Interior, vigente hasta el 15 de septiembre d e  1995, establece 
las unidades administrativas, áreas v órganos desconcentrados que inte- 
gran dicha entidad, en tanto que los restantes artículos del propio 
ordenamiento se refieren a sus facultades. Ahora bien, de  la lectura del 
dispositivo mencionado, no  se advierte la existencia de la Dire'ccibn 
de Responsabilidades y Sanciones d e  la Contraloría del Departamen- 
t o  del Distrito Federal. Esta omisión no  se suple con el hecho de  que 
-tal dispositivo contemple a la Contraloría General, puesto que dicha 
entidad tiene perfectamente delimitadas sus atribuciones, que en modo 
alguno pueden equipararse a las desarrolladas por la Dirección en  estu- 
dio. Tampoco puede estimarse que las facultades de la Direccibn de 
Responsabilidades tienen sustento en el artículo 12 de  la Ley Orgánica 
del Departamento del Distrito Federal, que establece la posibilidad que 
tienen diversos funcionarios del Departamento para delegar atribucio- 
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358 JURISPRUDENCIA 

nes en otros, puesto que la delegacih implica, necesariamente, la exis- 
tencia previa del órgano al cual se le va a delegar la atribución. Así las 
cosas, la Dirección de Responsabilidades y Sanciones es una autoridad 
inexistente jurídicamente. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO Eh MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO 
I.3o.A. J/17 

Revisión fiscal 1563/95. Evansto Antonio Salazar (Recurrente: Jefe d d  
Departamento del Distrito FederaI). 24 de agosto de 1995. Unanimidad de 
votos. Ponente: Carlos Alfredo Soto Villaseñor. Secretaria: Andrea Zambm- 
na Castañeda. 

Revisión fiscal 161 3/95. Martín Ortega Mondragón (Recurrente : Director 
de Responsabilidades y Sanciones de la Contraioría General del Departamim- 
to del Distrito FedcraI). 24 de agosto de 1995. Unanimidad de votos. PO- 
nentc: Fernando Lanz Cbrdenas. Secretaria: Lourdes Margarita Garcla Galich. 

Revisión fiscal 1583/95. Víctor Alanual Requena de la Fuente (Recurrente: 
Director General de Servicios Legales del Departamento del Distrito Federal). 
7 de septiembre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Secretario: Jesús Garcia Vilchis. 

Revisión fiscal 2443/95. Araceli Lbpez García (Recurrente: Jefe del De- 
partamento del Distrito Federal). 23 de noviembre de 1995. Unanimidad -& 
votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramas. Secretaria: Guadalupe Mar- 
garita o& Baanco. 

Revisión fiscal 3053/95. Ignacio Becem Ortega (Recurrente: Jefe del Dc- 
partamento del Distrito Federal). 25 d t  enero de 1996. Unanimidad de votos. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita 
Ortia Manco. 

PRUEBA TESTIMONIAL. ES IDOATEA PARA ACREDITAR LA 
CALIDAD DE LA POSESZÓN. 

La prueba testimonal es i d h e a  para acreditar no sólo el origen de 
la posesibn sino también la calidad apta para prescribir. 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO CIRCUITO 
=. J/M 

Amparo directo 92/87. Eladio Ruiz Manga. lo. de marzo de 1988. Unani- 
midad de votos. Ponente: Marcos Arturo Nazar Sevilla. Secretario: Miguel 
Eusebio Selvas Costa. 

Amparo directo 549/91. Juan Lbpez Flores. 14 de noviembre de 1991. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. Secretario: JosG 
Gabriel Clemente Rodríguez. 

Amparo directo 357/95. Jesús Bibiano Castillejos Gómez. 22 de junio de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Angel Suárez Torres. Secretario: Víctar 
Alberto Jiménez Santiago. 
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Amparo directo 395/96. Fernando Mosqueda Vidal. 3 de octubre de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. Secretario: 
Rafael León Gonzáiez. 

Amparo en revisión 73/96. María del Rocío Guadalupe Arias Rodrígua. 
11 de octubre de 1996. Unanimidad dr votos. Ponente: Francisco A. Velasco 
Santiago. secretario: Wdberto Gordillo Solís. 

REINCIDENCIA, LAS COPIAS AUTORIZADAS DE LAS SENTEN- 
CIAS, AS1 COMO LAS DE LOS AUTOS QUE LAS DECLARAN 
EJECUTORIADAS SON LOS UNZCOS MEDIOS PARA ACREDITAR 
LA (LEGZSLACZÓN DEL ESTADO DE CHZAPAS). 

El medio eficaz para acreditar la reincidencia del acusado lo consti- 
tuyen las copias autorizadas de las sentencias anteriores, asi como la 
de los autos que las declararon ejecutoriadas, por ser los únicos testi- 
monim apropiadas para dilucidar si en el asunto sometido a juicio se 
cumplió con las exigencias que hacen operante la figura juridica en 
comento; por tanto, si el órgano tCcniw de acusación no aportó tales 
elementos de convicción, es evidente que la resolución pronunciada 
en ese sentido es conculcatoria de garantías. 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO URCUITO 
XX. J/38 

Amparo directo 511/92. Rodrigo Moreno Pacheco. 29 de octubre de 1992. 
Unanimidad de  votos. Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. Secretario: 
J o d  Gabriel Ciemente Rodrfguee. 

Amparo directo 555/94 Jost Antonio Cruz Cruz 22 de septiembre de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. Secretario: 
Stalin Rodríguez Mpez. 

Amparo directo 443/95. Hugo Fernánda Gonzáiez. 6 de julio de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Angel Suárez Torres. Secretario: Ramiro 
Joel Ramíra Sánchex. 

Amparo directo 528/95. Henry Arce Galicia. 17 de agosto de 1995. Unani- 
midad de votos. Ponente: Angel Suárez Torres. Secretario: Ramiro Joel Ra- 
mira Sánchez. 

Amparo directo 567/96. Silvestre Gbmez Pablo. 26 de septiembre de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. Secretario: 
José Gabriel Clemente Rodríguez. 

ROBO. N O  SE CONFIGURA, SI EL OBJETO DE APODERAMIEN- 
T O  ES GANADO MENOR (LEGISLACIóN DEL ESTADO DE 
SONORA. 

Tratándose del apoderamiento del ganado menor, comprendidos en 
esta dase el cerdo, el carnero y la cabra, no se configura el tipo penal 
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d e  robo, sino el delito de abigeato, que sanciona el articulo ,304, frac- 
ción 1, del Código Penal para el Estado de Sonora, puesto que la v e  
luntad del legislador al erigir esta figura típica, fue la de establecer 
la diferencia entre los bienes muebles en general y el ganado en senti- 
d o  específico; y para tal efecto los tuteló por separado, de suerte tal 
que protegió la posesión de los bienes muebles en general en el tipo 
básico de robo simple y protegió al ganado en el tipo éspecial' de 
abigeato. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL QUINTO CIRCUITO 
V.lo. J/14 

Amparo directo 118/90. Guadalupe Meza Sandoval. 30 de octubre de, 1990. 
Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Arredondo Elías: Secretario: 

S '  , 
' Francisco Martínez' Hemández; 
' 

Aínparo directo 68/92. Rubén Pichardo Qiiijada. 27 de: febrero de: 1992. 
. ' Unanimidad de votos., Ponente: José Enrique Moya ChAvez: Secretario: Jai- 

me Ruiz Rubio. 
Amparo directo 467/92. Daniel García Sandoval y otro. 25, de noviembre 

de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Santacm Fem+de+, Secre- 
tario : Ri'cardo Chavira López. 

Amparo directo 661/93. dscar Torres ~ u h i e t a . ' 2 0  de ener6"de' 1994. Una- 
nimidad de votos. Ponente: David Guerrero Espriú.. Secretario: * José A. Arai- 
za Liárraga. 

Amparo directo 561/96. Pedro García García. 5 de septiembre de 1996. 
,Unanimidad de votos. Ponente: Luis Humberto Morales, en funciohes.de Ma- 
gistrado por ministerio de ley. Secretaria: Myrna C. Osuna Liirraga; 

. . 

SUPLETORZEDAD DE LEYES. CUANDO SE APLICA. 

.. La supletoriedaci sólo se aplica para integrar una omisión en la ley 
o para interpretar sus disposiciones en forma que se integre con prin- 
cipios generales contenidos en otras leyes. Cuando l a  referencia de una 
ley a otra es expresa, debe entenderse que la aplicación de la. suple- 

,.toria se hará en los supuestos no contemplados por la primera iey que 
la complementará ante posibles omisiones o para la interpretación de 
sus disposiciones. Por ello, la referencia a leyes supletorias es l a  deter- 
minación de las fuentes a las cuales una ley acudirá para deducir sus 
principios y subsanar sus omisiones. La supletoriedad expresa debe 
considerarse en los términos que la legislación la establece. De esta 
manera, la supletoriedad en la legislación es una cuestión de aplica- 
ción para dar debida coherencia al sistema jurídico. El mecanismo de 
supletoriedad se observa generalmente de leyes de contenido especiali- 
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zado con relación a leyes de contenido general. El carácter supletorio 
de la ley resulta, en consecuencia, una integración, y reenvío de una 
ley especializada a otros texto's legislativos generales que fijen los prin- 
cipios aplicables a la regulación de la ley suplida; implica un princi- 
pio de economía e integración legislativas para evitar la reiteración d e  
tales principios por una parte, así como la .posibilidad de xonsagración 
de los preceptos especiales en la ley suplida. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO ,EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO 
I.3o.k J/19 

Amparo directo 173/91. María Verónica Rebeca Juárez Mosqueda. 3 d e  
abril de. 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimen- 
tel. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco. 

Amparo directo 983/95. Guillermina Luna de Rodríguez. 18 de mayo de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Aifredo Soto Villaseñor. Secre- 
tario: Jacinto Juárez Rosas. 

Amparo directo 1103/95. Afianzadora Lotonal, S. A. lo. de junio de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Aifredo Soto Villaseñor. Secretaria: 
Andrea Zambrana Castañeda. 

Amparo directo 1233/96. Nacional Financiera, S.N.C. 16 de mayo de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Lanz Cárdenas. secretario: Vicen- 
te Román Estrada Vega 

Amparo en revisión 1523/96. Jaime Levy Ailcahe. 24 de junio de 1996. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Carlos Mfredo Soto Villaseñor. Secretaria: Silvia 
Elizabeth Morales Quezada. 

VIOLACIÓN, ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DEL DELITO DE, 

Los elementos que constituyen el delito de violaci6n lo son: a) La 
cópula, que es cualquier forma de ayuntamiento canal  o conjunci6n 
sexual, con eyaculación o sin ella, y sin importar el sexo; b) Empleo. 
de violencia física que es la fuerza material en el cuerpo del ofendid~ 
que anula su resistencia, tales como golpes, heridas, ataduras o suje- 
ción por terceros u otras acciones de tal ímpetu material que obligan 
a la víctima, contra su voluntad, a dejar copularse; o bien de violen- 
cia moral, que no es otra cosa más que el empleo de amagos o amena- 
zas de males graves que, por la intimidacih que produce, impiden 
resistir el ayuntamiento; y c) Ausencia de voluntad del ofendido, es. 
decir, la falta de consentimiento de2 agraviado para el ayuntamiento 
carnal. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
VI.20. J/86 

Amparo en revisión 457/90. Ismael Gonzála Hemánda (Recurrente: Juee 
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Séptimo de lo Penal en Puebla, Puebla). 6 de febrero de 1991. Unanimidad 
de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schettino 
Reyna. 

Amparo en revisión 648/93. Adolfo Arenas Flores. 13 de enero de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramíra Mogud Goyzueta. Se- 
cretario: Nelson Loranca Ventura. 

Amparo en revisión 74/94. Claudio Morales Méndez. 24 de mano de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel Goyzueta. Secre- 
tario: Gonzalo Carrera Molina. 

Amparo en revisión 193/96. Abel Santos Rendón. 15 de mayo de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Justino 
Gallegos Escobar. 

Amparo directo 648/96. Samuel Calvario Mena. 4 de diciembre de  1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramíra Moguel Gope ta .  Secre- 
tario: Gonzalo Carrera Mdina. 

FEBRERO 1997 

PLENO 

AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON LOS QUE SOSTIENEN QUE 
LOS JUZGADORES DE AMPARO VIOLAN LAS GARANTfAS IN- 
DIVIDUALES, SOLAMENTE EN ESE ASPECTO. 

Históricamente, las garantías individuales se han reputado como aque- 
llos elementos jurídicos que se traducen en medios de salvaguarda de 
las prerrogativas fundamentales que el ser humano debe tener para el 
cabal desenvolvimiento de su personalidad frente al poder público. Son 
derechos públicos subjetivos consignados en favor de todo habitante 
de la República que dan a sus titulares la potestad de exigirlos jurí- 
dicamente a través de la verdadera garantía de los derechos públicas 
fundamentales del hombre que la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos consigna, esto es, la acción constitucional de amparo. 
Los jueces de Distrito, al conocer de los distintos juicios de amparo de 
su competencia, y no de procesos federales, ejercen la función de control 
constitucional y, en ese caso, dictan determinaciones de cumplimiento 
obligatorio y obran para hacer cumplir esas determinaciones, según 
su propio criterio y bajo su propia responsabilidad, por la investidura 
que les da la ley, por lo que, a juicio de las partes, pueden infringir 
derechos subjetivos públicos de los gobernados. Ahora bien, aun cuando 
en contra de sus decisiones procede e! recurso de revisión, éste no  es un 
medio de control constitucional autónomo, a través del cual pueda 
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analizarse la violación a garantías individuales, sino que es un proce- 
dimiento de segunda instancia que tiende a asegurar un óptimo ejer- 
cicio de la función judicial, a traves del cual, el tribunal de alzada, 
con amplias facultades, incluso de sustitución, vuelve a analizar los 
motivos y fundamentos que el juez de Distrito tomó en cuenta para 
emitir su fallo, limitándose a los agravios expuestos. Luego, a través 
del recurso de revisión, técnicamente, no deben analizarse los agravios 
consistentes en que el Juez de Distrito vio16 garantías individuales al 
conocer de un juicio de amparo, por la naturaleza del medio de defen- 
sa y por la función de control constitucional que el a quo desempeña 
ya que, si así se hiciera, se trataría extralógicamente al Juez del cono- 
cimiento como otra autoridad responsable y se desnaturalizaría la h i -  
ea vía establecida para elevar las reclamaciones de inconstitucionalidad 
de actos, que es el juicio de amparo, es decir, se ejercería un control 
constitucional sobre otro control constitucional. 

PJJ. 2/97 
Contradicción de tesis 14/94. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Cuarto Tribu- 
nal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, entre otros. 
14 de noviembre de 1996. Unanimidad de diez votos. Ausente: Humberto 
Román Palacios. Ponente: Humberto Román Palacios, en su ausencia hizo 
suyo el proyecto Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Manuel Rojas 
Fonseca. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el trece de enero en cur- 
so, aprobó, con d número 2/1997, la tesis jurisprudencial que antecede. Méxi- 
co, Distrito Federal, a trece de enero de mil novecientos noventa y siete. 

Nota: Esta tesis fue publicada en el Semunario Judicial de la Federacidn y su 
Gaceta, novena época, tomo V, enmo, p. 5, se publica nuevamente, ahora con 
su ejecutoria. 

MAQUINAS REGISTRADORAS DE COMPROBACIdN FISCAL. EL 
A R T f C U L O  29 DEL CdDIGO FISCAL DE LA FEDERACIdN N O  
VIOLA EL NUMERAL 25 DE LA CONSTITUCIdN POLfTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

El artículo 29 de CMigo Fiscal de la Federación no viola el nume- 
ral 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
porque en ninguno de los párrafos de este último; se concede garantía 
iiidividual alguna que proteja contra responsabilidades fiscales. ni tam- 
poco se establecen restricciones para el legislador en relación con la 
imposición de obligaciones a cargo de los causantes para que adquie- 
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san instrumentos mecánicos y técnicos que les permitan llevar un ade- 
cuado registro de las operaciones con el público en general para efectos 
contables y tributación. Sólo regula la rectoría económica del Estado 
para garantizar el desarrollo del país, elevando a rango constitucional 
sus atribuciones en dicha materia, pero no la libertad plena de los 
particulares para su desarrollo comercial. Consiguientemente, resulta 
incorrecto pretender que el artículo 29, párrafos sexto y séptimo, del 
Código Fiscal de la Federación, tenga como fundamento el multicitado 
numeral 25 de la Constitución Política, pues este último no protege 
a los particulares contra la imposición de obligaciones fiscales, por lo 
que la constitucionalidad del precepto ordinario de que se trata no pue- 
de examinarse a la luz del articulo 25 en comento. La interpretación 
contraria llevaría a concluir que cualquier obligación que implicara 
una adquisición, lesionada la libertad y la dignidad de los goberna- 
dos, que si bien son valores a los que se refiere el precepto constitu- 
cional de que se trata, se encuentran relacionados únicamente con la 
rectoría del desarrollo nacional, y el Estado cumple con ellos cuando 
alienta la producción concediendo subsidios, otorgando facilidades a 
empresas de nueva creación, estimulando la exportación de los p r o  
ductos, concediendo facilidades para la importación de materias primas, 
etcétera; acciones todas éstas que tienden a fomentar y a impulsar ,d 
desarrollo del pais, pero no se cumplen dichos valores impidiendo que 
el Poder Legislativo emita normas tributarias como las referidas . 

P./J. 10/97 
Amparo en revisión 1134/92. Roberto Urquiza Vargas. 10 de abril de 1995. 

Unanimidad de nueve votos. Ausentes: Olga María del Carmen Sánchez Cor- 
dero y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Genaro David Góngora Pimen- 
tel. Secretaria: María Guadalupe Saucedo Zavda. 

Amparo en revisión 1444/95. Superetes Comercial, S. A. de C. V. 4 de no- 
viembre de 1996. Unanimidad de once votos. Ponente: Guiilermo 1. Ortiz 
Mayagoitia. Secretario: Óscar Gennán Cendejas Gleason. 

Amparo en revisión 2061/95. Dalores Solloa Junco y otro. 4 de noviembre 
de 1996. Unanimidad de once votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre An- 
guiano. Secretaria: Luz Cueto Martínez. 

Amparo en revisión 283/96. Maderas y Tnplay del Golfo, S. A. de C. V. 
4 de noviembre de 1996. Unanimidad de once votos. Ponente: Sergio Sdva- 
dor Aguirre Anguiano. Secretaria: Rocío Balderas Femández 

Amparo en revisión 560/96. Ingeniería, Papelería y Regalos Nieto, S. A. 
4 de noviembre de 1996. Unanimidad de once votos. Ponente: José de Jesús 
Gudiño Pelayo. Seaetario: Mano Flores García. 

El Tribunal Pleno en su sesión privada celebrada el veinte de enero m 
curso, aprobó, con el número 10/1997, la tesis jurisprudencial que antecede. 
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México, Distrito Federal, a veinte de enero de mil novecientos noventa y 
siete. 

MAQUINAS REGISTRADORAS DE COMPROBACIdN FISCAL. EL 
A R T f C U L O  29 DEL CdDIGO FISCAL DE L A  FEDERACIdN N O  
VIOLA LA G A R A N T f A  DE AUDIENCIA PREVISTA EN EL AR- 
T f C U L O  14 CONSTITUCIONAL. 

El artículo 29 del Código Fiscal de la Federació'n, al establecer que 
los contribuyentes con local fijo tienen la obligación de registrar el 
valor de los actos o actividades que realicen con el público en general 
en las máquinas de comprobación fiscal, no viola la garantía de audien- 
cia prevista en el segundo párrafo del articulo 14 constitucional, pues 
su propósito fundamental no es el de imponer a esta clase de contri- 
buyentes un acto de privación, sino una prestación de hacer, que se 
instrumenta a opción de los obligados, mediante dos mecanismos; en 
uno, derivado de la relación de este articulo con el 53-C de la Ley 
Federal de Derechos, el particular recibe de la Secretaria de Hacienda 
y Crédito Público la máquina respectiva y está obligado a pagar los 
derechos fiscales que por los conceptos de asignación y uso se previe- 
nen; en el otro, derivado de aquel precepto en relacibn con el 29-A del 
reglamento del citado código, el obligado adquiere la máquina de los 
fabricantes o importadores autorizados por esa dependencia. En el pri- 
mer supuesto, el acto de privación no deriva del deber de adquirir la 
máquina, pues esta se les asigna para su uso por la secretaría, sino de 
su obligación de pagar los derechos respectivos, razón por la cual se 
satisface la garantía de audiencia conforme al criterio excepcional que 
en materia impositiva ha sostenido este órgano colegiado, pues la de- 
terminación del medito derivado de la aplicación de tales preceptos, 
podrá ser combatida en el recurso administrativo de revocaci6n o en el 
juicio contencioso-administrativo con arreglo a los artículos 20., frac-. 
ción IV y 117, fracci6n 1, del propio ordenamiento en relación con el 
23, fracci6n 1, de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federacih. 
En el segundo supuesto, la adquisici6n de la máquina directamente de 
sus fabricantes o importadores en ejercicio de la opci6n concedida por 
las normas reclamadas a los contribuyentes que, por estimarlo favora- 
ble a sus intereses, prefieren sustraerse del programa de asignación a 
fin de elegir la maquinaria más idbnea y Útil para sus objetivos empre- 
sariales, no implica, obviamente, un acto de privación impuesto unila- 
teralmente por el Estado respecto del cual debiera observarse la g m n -  
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tía de audiencia previa, pues el pago del precio deriva de un contrato 
celebrado en ejercicio de la voluntad del contribuyente que no se tra- 
duce en una disminucih patrimonial, sino en el ingreso a su peculio 
de un bien. 

P./J. 9/97 
Amparo en revisión 394/93. Central de Pinturas y Vidrios, S. A. de C. V. 

2 de septiembre de 1993. Mayoría de dieciséis votos. Ponente: Juan Diaz Ro- 
mero. Secretaria: Adriana Campuzano de Ortiz. 

Amparo en revisión 934/93. Grupo Asociado Internacional, S. A. de C. V. 
27 de febrero de 1995. Unanimidad de once votos. Ponente: Juan N. Silva 
Meza. Secretario: Sergio Eduardo Alvarado Puente. 

Amparo en revisión 1444/95. Superetes Comercial, S. A. de C. V. 4 de 
noviembre de 1996. Unanimidad de once votos. Ponente: Guiillermo 1. Ortiz 
Mayagoitia. Secretario: Óscar Germh Cendejas Gleason. 

Amparo en revisión 2061/95. Dolores Solloa Junco y otro. 4 de noviembre 
de 1996. Unanimidad de once votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre An- 
guiano. Secretaria: Luz Cueto Martínez. 

Amparo en revisión 283/96. Maderas y Triplay del Golfo, S. A. de C. V. 
,4 de noviembre de 1996. Unanimidad de once votos. Ponente: Sergio Sal- 
yador Aguirre Anguiano. Secretaria: Rocío Balderas Femández. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veinte de enero en 
curso, aprobó, con el número 9/1997, la tesis jurisprudencia1 que antecede. 
México, Distrito Federal, a veinte de enero de mil novecientos noventa y siete. 

PRUEBAS Y ACTUACIONES PROCESALES. EL JUZGADOR DE 
AMPARO DEBE ALLEGARSELAS CUANDO LAS ESTIME NECE- 
SA'RZAS PARA RESOLVER EL ASUNTO. 

De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artícu- 
lo 78 de la Ley de Amparo, el Juez de Distrito deberá recabar oficio-' 
samente pruebas que, habiendo sido rendidas ante la responsable, no 
obren en autos y estime necesarias para la resolución del asunto. De 
acuerdo con esta regla y atendiendo a la necesidad de encontrar la 
verdad material sobre la formal que tuvo en cuenta el legislador, debe 
estimarse que la reforma que sustituyó la palabra "podrá" por "debe- 
rá", se encaminó a atenuar el principio general contenido en el tercer 
párrafo del articulo 149 del citado ordenamiento, pues por virtud de 
la misma ya no corresponde exclusivamente a las partes aportar las 
pruebas tendientes a justificar las pretensiones deducidas en los juicios 
de garantías, sino también al Juez de Distrito para allegar de oficio 
todos los elementos de convicción que habiendo estado a disposición 
de..la responsable, estime necesarios para la resoluci6n del amparo, cir- 
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curistancia de necesidad que no debe quedar al libre arbitrio del Juez, 
sino que debe calificarse tomando en cuenta la estrecha vinculación 
que la prueba o la actuacibn procesal tienen con el acto reclamado, 
de tal modo que de no tenerse a la vista aquellas sería imposible re- 
solver conforme a derecho sobre la constitucionalidad o inconstitucio- 
nalidad del acto. Asimismo, no puede estimarse que la obligación a que 
se refiere el articulo 78 de la Ley de Amparo, pugne con lo dispuesto 
por el numeral 149, pues la aplicacibn de aquel precepto se actualiza 
cuando la autoridad reconoce en su informe la existencia del acto sos- 
teniendo únicamente su legalidad, que es una situación diversa a la 
presunción de certeza que opera por la falta de informe, en cuyo caso 
corresponde al quejoso la carga de la prueba cuando el acto reclamado 
no sea violatorio de garantías en sí mismo, sino que su constituciona- 
liciad o inconstitucionalidad dependa de los motivos, datos o pruebas 
en que se haya fundado el propio acto. 

P./J. 17/97 
Contradicción de tesis 8/96. Entre las sustentadas por el Primer y Séptimo 

Tribunales Colegiados en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 16 de 
enero de 1997. Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco 
Nemán. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Mercedes Rodarte 
Magdaleno. 

'El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el diez de febrero en 
cmo,  aprobó, con el número 17/1997, la tesis jurisprudencia1 'que antecede. 
M6xic0, Distrito Federal, a diez de febrero de mil novecientos noventa y siete. 

VZDEOGRAMAS, DERECHOS POR LA AUTORZZACZdN DE SU 
REPRODUCCIóN. EL ARTfCULO 19-E, FRACCIdN VI, DE LA 
LEY FEDERAL DE DERECHOS, EN CUANTO AL COBRO QUE 
PREVIENE, ES INCONSTITUCIONAL POR VIOLAR EL PRINCZ- 
PIO DE PROPORCIONALIDAD. 

Conforme a la tesis de jurisprudencia del Pleno 9/88, el monto de 
los derechos que como contribuciones establece la ley por recibir servi- 
cios que presta el Estado, no necesariamente debe corresponder con 
exactitud matemática al costo del servicio, pero sí debe fijarse en rela- 
cibn con dicho costo. Ahora bien, es claro que el costo del servicio de 
autorizar la reproducción de videogamas es el mismo para cada auto- 
rizacibn, independientemente de que se autorice la reproduccibn de 
uno o de varios, sea cual fuese su número. Luego, si se cobran los 
daechos no según el número de autorizaciones, sino de acuerdo con 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1997. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://biblio.juridicas.unam.mx
http://www.juridicas.unam.mx


368 JURISPRUDENCIA 

el número de copias, como lo dispone el artículo 19-E, fracción VI, de 
la Ley Federal de Derechos (vigente en 1991), ello no guarda propor- 
ción con el servicio prestado, lo que lo hace inequitativo y despropor- 
cional y, por ende, violatorio del artículo 31, fracción IV, constitucional. 

P./J. 11/97 
Amparo en revisión 893/92. Producciones de Discos América, S. A. de C. V. 

30 de agosto de 1994. Unanimidad de diecisiete votos. Ponente: Carlos de 
Silva Nava. Secretario: Jorge Dionisio Guzmán González. 

Amparo en revisión 503/92. Video Guecar, S. A. de C. V. 2 de mayo de 
1995. Unanimidad de once votos. Ponente: José de Jesús Gudifío Pdayo. 
secretario: Alfredo López Cruz. 

Amparo en revisión 746/92. Adriana Neri Salazar Sánchez. 11 de mayo de 
1995. Unanimidad de once votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: 
Juan Rarnírez Díaz. 

Amparo en revisión 2104/91. Corporación Videocinematográfica México, 
S. A. de C. V. 20 de febrero de 1996. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: 
Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Gena- 
ro David Góngora Pimentel. Secretaxia: Rosalba Becerril Velázquez. 

Amparo en revisión 1134/95. Productora de Videos, S. A. de C. V. 19 de 
noviembre de 1996. Unanimidad de diez votos. Ausente: Humberto Romáii 
Palacios. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Rocío Bal- 
deras Femández. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veinte de en& en 
curso, aprobó, con el número 11/1937, la tesis jurisprudencia1 que antecede. 
MQdco, D i t o  Federal, a veinte de enero de mil novecientos noventa y 
siete. 

PRIMERA SALA 

A U T O  DE FORMAL PRISIÓN. LA JURISPRUDENCIA CUYO R U -  
BRO ES "AUTO DE FORMAL PRISIÓN, N O  DEBEN INCLUIRSE 
LAS MODIFICATIVAS O CALIFICATIVAS DEL DELITO EN EL", 
QUEDO SUPERADA POR LA REI;ORMA DEL A R T f C U L O  19 DE 
LA CONSTITUCIÓN POLfTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FE- 
DERACIÓN DE FECHA TRES DE SEPTIEMBRE DE MIL NOVE- 
CIENTOS NOVENTA Y TRES.  

La primera parte del primer párrafo del artículo 19 de la -titu- 
ción General de la República, reformado por decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federacidn de fecha tres de septiembre de mil no- 
vecientos noventa y tres, estatuye que: "Ninguna detención ante auto- 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1997. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://biblio.juridicas.unam.mx


JURISPRUDENCIA 369 

ri&& judicial podrá exceder del termino de setenta y dos horas, a 
partir de que el indiciado sea puesto a su disposición, sin que se justi- 
fique con un auto de formal prisión y siempre que de lo actuado 
aparezcan datos suficientes que acrediten los elementos del tipo penal 
del delito que se impute al detenido y hagan probable la responsabi- 
lidad de &te". Dentro de este contexto normativo, es obligación cons- 
titucional y legal de todo juzgador al emitir un auto de formal pri- 
sión, determinar cuáles son, según el delito de que se trate, atribuido 
al inculpado, los elementos del tipo penal, a fin de que quede preci- 
sada no sólo la figura delidva básica, sino que ademis, de ser el caso, 
se configure o perfile su específica referencia a un tipo complemen- 
tado, subordinado o cualificado, pues no debe perderse de vista que el 
dictado del auto de formal prisión surte el efecto procesal de establecer 
por que delito o delitos habrá de seguirse proceso al inculpado, y por 
tanto deben de quedar determinados con precisión sus elementos cons- 
titutivos, incluyendo en su caso, las modificativas o calificativas que de 
los hedios materia de la consignación se adviertan por el juzgador. 

la./J. 6/97 
Contradicción de tesis 42/96. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal 

Colegiado del Sexto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo 
Noveno Circuito. 12 de febrero de 1997. Unanimidad de cuatro votos. Ausen- 
te: Humberto Román Palacios. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: 
Juan Ramírez D í a  

Tesis de junspxudencia 6/97. Aprobada por la Primera Sala de este alto 
tribunal, en sesión de doce de febrero de mil novecientos noventa y siete, por 
unanimidad de cuatro votos de los Ministrw, presidente Juventino V. Castro 
y Castro, José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ausente: Humberto Román Palacios, previo avi- 
so a la Presidencia. 

Nota: Esta tesis modifica el criterio sustentado en la jursiprudencia por con- 
tradiccibn de tesis 4/89, de rubro: "AUTO DE FORMAL PRISION, NO DE- 
BEN INCLUIRSE LAS MODIFICATIVAS O CALIFICATIVAS DEL DELITO 
EN EL", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federacidn núme- 
ro 16-18, abril-junio de 1989, p. 59 

DISPARO DE ARMA DE FUEGO, A U T O N O M f A  DEL TIPO PE- 
N A L  DE (LEGZSLACZóN DEL ESTADO DE TABASCO). 

El legislador del Estado de Tabasco, mediante Decreto promulgado 
el veintiséis de febrero de mil novecientos noventa y dos, reformó el 
(;¿)digo Penal en cuanto al delito de disparo de arma de fuego que se 

. - 

encontraba en el capítulo de delitos contra la vida y la integridad cor- 
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poral, para incluirlo en el relativo a delitos contra la paz y seguridad 
de las personas; de ahí que el objeto jurídico que tutela en la actua- 
lidad sea diverso y sus elementos configurativos también lo sean. Por 
lo tanto, a partir de dicha reforma, por disposición legal expresa, en la 
referida entidad federativa, el tipo penal del ilícito en mención, se in- 
tegra y sanciona de manera autbnoma e independiente del resultado 
que corresponda por la comisión de cualquier otro delito concurrente, 
no obstante que éstas sean lesiones u homicidio, a los que con anterio- 
ridad se consideraba como el resultado de aquC1. 

la./J. 26/96 
Contradicción de tesis 25/95. Entre las sustentadas por el Primer y Segun- 

do Tribunales Colegiados del Décimo Circuito. 21 de agosto de 1996. Unani- 
midad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Juan N. Silva Meza. Secretario: Salomón Saavedra Dorantes. 

Tesis de jurisprudencia 26/96. Aprobada por la Primera Sala de este alto 
tribunal, en sesión de veintiuno de agosto de mil novecientos noventa y seis, 
por unanimidad de cuatro votos de los Ministros: presidente Juventino V. 
Castro y Castro, Hurnberto Román Palacios, Juan N. Silva Meza y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Ausente: José de Jesús Gudiño Pdayo. 

Nota: Esta tesis h e  publicada en el Semunurio Judicial de la Federación y su 
Gaceta, novena epoca, tomo IV, diciembre, pagina 128, se publica nu.wamente, 
ahora con su ejecutoria. 

DECRETOS EXPEDIDOS P O R  EL EJECUTIVO FEDERAL O LO- 
CAL.  RECURSO DE REVISIdN C O N T R A  LAS SENTENCIAS 
DE AMPARO EN QUE SE IMPUGNAN. SON COMPETENTES LOS 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO CUANDO N O  RE- 
GLAMENTAN L A  LEY. 

El artículo 21 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa- 
ción, publicada en el Diario Oficial el veintiséis de mayo de mil nove- 
cientos noventa y cinco, establece la competencia de las Salas de la 
Suprema Corte de Justicia para conocer del recurso de revisión inter- 
puesto contra sentencias pronunciadas en la audiencia constitucional 
por los Jueces de Distrito, cuando subsista en el recurso el problema de 
constitucionalidad, si en la demanda de amparo se hubiese impugnado 
un reglamento federal expedido por el presidente de la República de 
acuerdo con la fracción 1 del artículo 89 de la Constitución, o un re- 
glamento expedido por el gobernador de un Estado. Ahora bien, aun 
cuando en este precepto legal se alude expresamente a reglamentos, 
debe entenderse que esta referencia se hace no en un aspecto formal, 
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sino material, es decir, a aquellos ordenamientos que, independiente- 
mente de la forma en que se les denomine, sean expedidos por el pre- 
sidente de la República en uso de la facultad reglamentaria que le 
confiere el artículo 89, fracción 1, constitucional, a fin de proveer en 
la esfera administrativa a la exacta observancia de las leyes; por consi- 
guiente, si un decreto administrativo es expedido por el presidente de 
la República en uso de tal facultad reglamentaria, debe considerarse 
que las Salas de la Suprema Corte son competentes para conocer de la 
revisión en que se cuestiona su constitucionalidad. Sin embargo, debe 
tomarse en consideración que la facultad del jefe del Ejecutivo Federal 
o Local para proveer en la esfera administrativa a la exacta observan- 
cia de las leyes, comprende no sólo la atribución de expedir reglamen- 
tos, sino también decretos, acuerdos y otros actos que sean necesarios 
para el mismo propósito y que no deben confundirse con reglamentos, 
ya que no tienen por objeto desarrollar y detallar, mediante reglas ge- 
nerales, las normas contenidas en la ley para hacer posible y práctica 
su aplicación, que es la característica propia de los reglamentos. Por 
tanto, del solo hecho de que en el proemio de los decretos relativos se 
haya citado que los mismos se expiden en uso de la facultad que a los 
ti tulares del Poda  Ejecutivo Federal o Estatal otorgan las disposiciones 
constitucionales para proveer en la esfera administrativa a la exacta 
observancia de las leyes, no puede derivarse necesariamente la compe- 
tencia de las Salas de la Suprema Corte para conocer del recurso de 
revisión, pues los artículos 107, fracción VIII, inciso a), constitucional 
y 87, fracción 1, inciso a), de la Ley de Amparo, son claros al señalar 
que debe tratarse de reglamentos expedidos por el presidente de la Re- 
pública y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores 
de los Estados, de donde se infiere que si no se controvierte la consti- 
tucionalidad de un reglamento, sino de decretos que son expedidos 
por el jefe del Ejecutivo, y si además, en la demanda no se hace plan- 
teamiento alguno de invasión de esferas, ni en la sentencia se establece 
la interpretación directa de un precepto de la Carta Magna, ni se trata 
de un amparo en revisión que por su interés y trascendencia amerite 
que se ejercite la facultad de atracción, corresponderá a un Tribunal 
Colegiado de Circuito el conocimiento del recurso, conforme a lo dis- 
puesto por la fraccibn 11 del artículo 85 de la Ley de Amparo. 

2a./J. 4/97 
Amparo en revisión 1097/94. Isidro Montaño Ocejo. 30 de junio de 1995. 

Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretaria: Guada- 
lupe Robles Denetro. 
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Amparo en revisión 3427/85. Plough de México, S. A. de C. V. 30 de agos- 
to de 1995. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secreta- 
ria: María Guadaiupe Saucedo Zavaia. 

Amparo en revisión 2326/96. Longinos Apolinar Amabilis. 27 de noviembre 
de 1996. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Mariano Azuela Güitrón. 
Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Armando Cortés Galván. 

Amparo e n  revisión 2483/96. Balneario Las Gaviotas, S. A. 27 de noviem- 
bre de 1996. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Mariano Azuela Güitrón. 
Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: José Manuel Arballo Flores. 

Amparo en revisión 2325/96. Antonio Beltrán Echegaray y otros. 9 de di- 
ciembre de 1996. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Mariano Azuela 
Güitrón. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Adela Do- 
mínguez Salazar. 

Tesis de jurisprudencia 4/97. Aprobada por la Segunda Sala de este alto 
tribunal, en sesión privada de veinticuatro de enero de mil nwecientas no- 
venta y siete, por unanimidad de cinco votos de los Ministros: Juan Díaz 
Romero, Mariano Azuela Güitrón, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Gui- 
llermo 1. Ortir Mayagoitia y presidente Genaro David Góngora Pimentel. 

Nota: El contenido de la ejecutoria del amparo en revisi6n 2325/96 es identi- 
co, en lo conducente, al contenido de la ejecutoria del amparo en revisi6n 26471 
96, publicada en esta obra a foja 250. 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

DENUNCIA EN M A  TERZA PENAL. SU CONNO TACZÓN. 

Por denuncia en materia penal debe entenderse la noticia que tiene 
el Ministerio Público de la existencia de un hecho delictuoso, motivo 
por el que en tratándose de un delito perseguible de oficio es suficiente 
que el acusador público tenga esa noticia, para que esté en aptitud de 
ejercitar la correspondiente acción penal. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SRPTIMO CIRCUITO 
VI1.P. J/21 

Amparo en revisión 145/93. Victoria Morales Pineda. 6 de julio de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Luis Alfonso Pérez y Pérez. Secretaria: Leti- 
cia Upez Vives. 

Amparo en revisibn 405/93. Antotuu Varela Flores. 8 de niam de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Luis Alfonso Pérez y Pérez. Secretario: Lucio 
Marh Rodriguez. 

Amparo directo 448/94. Salvador Damián Falcón. 15 de noviembre de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Alfonso Pérez y Pérez. Secretaria: 
María de Lourdes Juárez Sierra. 
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Amparo directo 538/95. Santiago bmí rez  Gonzála. 2 de mayo de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Vicente Salazar Vera. Secretaria: María de 
M e s  Juirez Sierra. 

Amparo en revisión 687/96. Jorge Durán Díaz y otro. 25 de noviembre de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: José Pérez Troncoso. Secretario: José 
h i a  Rafael Cano Martínez. 

ESTADO DE CUENTA BANCARIO CERTIFZCADO POR EL CON- 
T A D O R  DE LA INSTITUCIdN DE CRBDITO ACREEDORA. 
DEBE CONTENER LOS INSTRUMENTOS QUE SIRVIERON 
PARA CALCULAR LOS INTERESES RECLAMADOS (ARTICU- 
LO 69 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRBDITO). 

Cuando en los contratos en lus que se hagan constar los créditos que 
otorguen las instituciones de crédito, se hubiere convenido que los in- 
tereses ordinarios y moratorias se calcularían con base en determinados 
instrumentos bancarios, como por ejemplo el Costo Porcentual Prome- 
dio, Banxico, Cetes o el instrumento de mayor rendimiento en el siste- 
ma financiero mexicano, el contador facultado por la instituci6n acree- 
dora deberá precisar en la certificación correspondiente cuáles fueron 
dichos instrumentos, es decir, de dónde provienen los intereses reclama- 
dos, pues de lo contrario, se limita la capacidad de defensa del deman- 
dado al desconocer el origen de tales cantidades, ya que no es sufi- 
ciente saber que corresponden a aquel mbro, sino que es necesario evi- 
clenáar de dónde y cómo se obtuvieron. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO CUARTO CIRCUITO 
XIV.20. J/6 

Amparo directo 259/96. Banca Unión, S. A., Institución de Banca Múlti- 
ple. 4 de julio de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Pablo V. Monroy 
Gómez. Secretario: José Guadalupe Orta Méndez. 

Amparo directo 354/96. Eduardo Gutiérrez Gómez y otro. 10 de octubre 
de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Pablo V. Monroy Gómez. Secreta- 
rio: José Guadalupe Orta Méndez. 

Amparo directo 466/96. Grupo Agrcpecuano Las Margaritas, S. P. R. de 
R. L. 6 de noviembre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Raque1 Alda- 
rna Vega. Secretario: Agustín López Díaz. 

Amparo directo 469/96. Especialistas en Equipos de Seguridad Moba, S. A. 
de C. V. 6 de noviembre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Luis A. 
Cortés Escalante, secretario de tribunal autorizado por el Pleno del Consejo 
de la Judicatura Federal, para desempeñar las funciones de Magistrado. Se- 
cretario: Luis Manuel Vera Sosa. 
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Amparo directo 545/96. Bancomer, S. A., Institución de Banca Múltiple, 
Grupo Financiero, 10 de diciembre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: 
Luis A. Cortés Escalante, secretario de tribunal autorizado por el. Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal, para desempeñar las funriones de Magis- 
trado. Secretario: Gonzalo Eolo Durán Molina. 

FRAUDE ESPECfFICO COMETIDO MEDIANTE LA EXPEDICIÓN 
DE CHEQUES SIN FONDOS. ELEMENTOS {LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE PUEBLA). 

Los elementos constitutivos del fraude específico, de conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 404, fraccih 111, del Código de Defensa 
Social para el Estado de Puebla, son: a) Obtener, a costa de otro, una 
cantidad de dinero u otro lucro cualquiera; b) Que para ello se otor- 
gue o endose a nombre propio o de otra persona, un documento no- 
minativo, a la orden o al portador; c) Contra una persona supuesta o 
que quien lo otorgue tenga conocimiento que no ha de pagarse. Ele- 
mentos éstos que se dan en el libramiento de cheques sin fondos. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
VI.20. J/87 

Amparo en revisión 158/91. Ignacio de la Cruz Hemández (Recurrente: 
Juez Segundo de Defensa Social del Distrito Judicial de Tehuacán, Puebla). 
3 de mayo de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Ran- 
gel. Secretario: Humberto Schettino Reyna. 

Amparo en revisión 285/92. Marcos Hemández Hemández. 19 de agosto 
de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: 
Humberto Schettino Reyna. 

Amparo directo 457/92. María de Lourdes Femiza Rodríguez. 4 de noviem- 
bre de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvililo Rangel. Se- 
cretario: Humberto Schettino Reyna. 

Amparo en revisión 247/94. Carlos Demetrio Gaspar Cid. 10 de agosto de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. secretario: 
Hurnberto Schettino Reyna. 

Amparo directo 649/96. Adelino Ramíra Rivera. 15 de enero de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Hum- 
berto Schettino Reyna. 

INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES DE ASISTENCIA FAMI- 
LIAR.  LA NATURALEZA OMISIVA DE LA CONDUCTA ARROJA 
LA CARGA DE LA PRUEBA A L  REO (LEGISLACIÓN DEL ESTA- 
DO DE YUCATAN).  

El tipo previsto en el artículo 198 del Código de Defensa Social del 
Estado de Yucatán, se refiere a un delito de naturaleza omisiva, por 
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traducirse e n  el incumplimiento d e  u n a  obligación consistente e n  mi- 
nistrar los recursos necesarios para l a  subsistencia d e  los acreedores ali- 
mentarios. Del mismo modo, importa destacar que  los pasivos d e  ese 
ilícito, son, invariablemente, los ascendientes, hijos o cónyuge del agen- 
te, ya q u e  así se señala e n  l a  pro,pia hipómtesis punitiva; eri consecuen- 
cia, si el deli to e n  cuestión es d e  conducta omisiva o d e  inacción, es 
inconcuso q u e  para comprobarlo materialmente, sólo basta q u e  se de- 
muestre l a  condición d e  acreedor alimentario y q u e  el deudor h a  in- 
cumplido con su obligación d e  ministrar alimentos, ya q u e  e n  esa hi- 
pótesis, si el imputado desea liberarse d e  responsabilidad penal, tendrá 
l a  carga d e  probar fehacientemente q u e  n o  h a  incurrido e n  esa omi- 
sión, e n  mérito d e  que  el  bien jurídico q u e  tutela el precepto legal d e  
referencia es l a  seguridad y l a  integridad física d e  l a  familia, a f in 
d e  q u e  n o  se l e  ponga e n  riesgo d e  insubsistencia an te  el desamparo 
y l a  falta d e  alimentos. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO CUARTO CIRCUITO 
XIV.20. J/5 

Amparo en revisión 209/96. Marco Antonio Morales Dorantes. 27 de junio 
de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Luis A. Cortés Escalante, secreta- 
rio de tribunal autorizado por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
para desempeñar las funciones de Magistrado. secretario: Luis Manuel Vera 
Sosa. 

Amparo en revisi6n 274j96. José Alvaro Tec Ruiz. 8 de agosto de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Luis A. Cortés Escaiante, secretario de tribu- 
nal autorizado por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, para desem- 
peñar las funciones de Magistrado. Secretario: Luis Manuel Vera Sosa. 

Amparo en revisih 297/96. Edgar Ermilo Caamal Martín. 22 de agosto 
de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Luis A. Cortés Escalante, secretario 
de tribunal autorizado por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
para desempeñar las funciones de Magistrado. secretario: Gonzalo Eolo Du- 
rán Molina. 

Amparo en rexisión 343/96. Gaudencio Cristóbal Figueroa Martín (Recu- 
rrente: Juez Primero Penal de Primera Instancia de Cancún, Quintana Roo). 
19 de septiembre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Pablo V. Monroy 
Gómez. Secretario: Francisco J. García Soiís. 

Amparo en revisión 352/96. Luis Femelly Escalante Sánchez. 16 de octu- 
bre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Luis A. Cortés Escalante, se- 
cretario de tribunal autorizado por el Pleno del Consejo de la Judicatura Fe- 
deral, para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: Josefina 
María de Lourdes Rodríguez Echazarreta. 
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SENTENCIAS EN MATERIA AGRARIA.  DEBEN RESOLVERSE A 
VERDAD SABIDA LAS CUESTIONES QUE SE PLANTEAN A N T E  
LOS TRIBUNALES AGRARIOS, BASANDOSE EN LA EQUIDAD Y 
L A  BUENA FE. 

De conformidad con el articulo 189 de la Ley Agraria en vigor, las 
sentencias de los Tribunales Agrarios se dictarán a verdad sabida. en- 
tendiéndose por ella la que conduce a resolver las controversias acorde 
.con las constancias de los autos sin sujetarse necesariamente a las for- 
malidades y reglas sobre estimación de las pruebas; inspirándose en la 
equidad y en la buena fe, cumpliendo con la exigencia de fundamen- 
tación y motivación que previene el artículo 16 constitucional. 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO TERCER CIRCUITO 
XXIII. J/7 

Amparo directo 175/93. Reyes Cadín Rangel. 13 de mayo de 1993. Una- 
nimidad de votos. Ponente: María del Carmen Arroyo Moreno. Secretario: 
José de Jesús Ortega de la Peña. 

Amparo directo 296/95. Santos Durón Ledama. 4 de mayo de 1995. Una- 
nimidad de votos. Ponente: María del Carmen Arroyo Moreno. Secretario: 
José de Jesús Ortega de la Peña. 

Amparo directo 653/96. Manuel Gallegos Robles. 14 de agosto de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Maria del Carmen Arroyo Moreno. Secreta- 
rio: José de Jesús Ortega de la Peña. 

Amparo directo 1000/96. Lucía de la Torre Castillo de Quintero y otros. 
23 de octubre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Gilberto P k x  Heme- 
ra. Secretario: Eduardo Antonio Loredo Moreleón. 

Amparo directo 1365/96. María del Refugio Gonzála Hernández y otras. 
15 de enero de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Alberto Du- 
rán Martínez. Secretario: Francisco Javier Sarabia Ascencio. 

VEHfCULOS, SECUESTRO DE, POR AUTORIDADES ADMINIS- 
T R A  TIVAS. SE VIOLA LA GARAIVTfA DE AUDIENCIA CUANDO 
N O  SE OYE AL PROPIETARIO EN EL PROCEDIMIENTO ADMI- 
NZSTRATZVO. 

El secuestro de un vehículo de procedencia extranjera, realizado den- 
tro de un procedimiento administrativo, importa una violación a la 
garantía de audiencia cuando en dicho procedimiento no se oye ni se 
da intervención a la persona que, mediante el juicio de amparo, ha 
justificado la propiedad del vehículo con el título correspondiente. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO 
xV.20. J/3 
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Amparo en revisión 41/96. Jesús Miguel de la Torre. 19 de febrero de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Adán Giilberto Villarreal Castro. Secretario: 
Miguel Angel Montalvo Vázquez. 

Amparo en revisión 257/96. Oscar Iván Aguilera. 26 de junio de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. Secretario: Jaime 
Romero Romero. 

Amparo en revisión 336/96. Clifford Lee Ermshar. 4 de septiembre de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. Secretario: Joa- 
quín Gallegos Flores. 

Amparo en revisión 469/96. Rodríguez Richard P. y otra. 17 de octubre de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Adán Gilberto Villarreal Castro. Se- 
cretaria: Magaly Herrera Olaiz. 

Amparo en revisión 553/96. Francisco Frank Torres. 28 de noviembre de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Adán Gilberto Villarreal Castro. Se- 
cretaria: Magaly Herrera Olaiz. 

MARZO 1997 

PLENO 

AMPLIACZdN DE UNA DEMANDA DE GARANTfAS.  PROCEDE 
EL RECURSO DE QUEJA Y NO EL DE REVZSI6N, C O N T R A  RE- 
SOLUCIONES QUE LA DESECHAN. 

- 
El recurso de revisión no es el medio de defensa idóneo para impug- 

nar el acuerdo que niega la admisi~n de la ampliación de una deman- 
da de amparo indirecto, ya que la interpretación del numeral 83, frac- 
ción 1, de la ley de la materia, conduce a concluir que dicho recurso 
procede únicamente contra aquellas resoluciones que desechan la de- 
manda de garantías en su totalidad y todos los casos en que procede 
tal recurso se refieren a resoluciones que dan por terminado el juicio 
de amparo o el incidente de suspensión. En efecto, el recurso de revi- 
sión sólo procede contra resoluciones señaladas, expresa y limitativa- 
mente, en el invocado articulo 83, por lo que no admite interpretacih 
por analogía, similitud o mayoria de razón; de modo tal que su frac- 
ción 1 no es aplicable al caso porque entre la demanda inicial y su 
ampliación no existe una relación lógica de identidad, pues con la pre- 
sentación de la primera se ejerce la acción de amparo, iniciándose así 
el proceso jurisdiccional, en tanto que con la ampliación se pretende 
introducir nuevos elementos al juicio para modificar o adicionar una 
litis en vías de integración; ante estas diferencias, tampoco pueden 
estimarse idénticos los autos que desechan una y otra, ya que el de la 
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demanda primoi-dial tiene como efecto la inapertura del juicio, mien- 
tras que la no admisión de la ampliacih permite que continúe el 
procedimiento; de ahi que el recurso procedente contra tales determi- 
naciones es el de queja, de conformidad con el artículo 95, fracción VI, 
de la citada ley, ya que se está en presencia de una resolución del Juez 
de Distrito, durante la tramitación del juicio de amparo, que no ad- 
mite expresamente el recurso de revisión y, por su naturaleza, puede 
causar daño o perjuicio al quejoso, no reparable en la sentencia defi- 
nitiva que se dicte en el juicio; además, atendiendo al sistema de tra- 
mitación de ambos recursos, resulta más adecuado a la práctica el de 
queja, por ser breve y sencillo, dejando abierta la opción de suspender 
el procedimiento en determinados casos, como lo dispone el artículo 101 
de la Ley de Amparo, lo que no sucede con el recurso de revisión, 
cuya sustanciación es más compleja y, por lo mismo, implica mayor 
dilación, y no prevé la suspensión del procedimiento. 

P./J. 21/97 
Contradicción de tesis 18/95. Entre Las sustentadas por el Primer Tribunal 

Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito y el Segundo Tribunal Co- 
legiado en Materia Civil del Primer Circuito. 20 de enero de 1997. Unani- 
midad de once votos. Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario: Mi- 
guel Angel Zelonka Vela. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el cuatro de mano en 
curso, aprobó, con el número 21/1997, la tesis jurispmdencid que antecede. 
México, Distrito Federal, a cuatro de mano de mil novecientos novata y 
siete. 

PRIMERA SALA 

A U T O  DE SUJECZdN A PROCESO. DEMANDA DE AMPARO EN 
SU C O N T R A .  PUEDE INTERPONERSE EN CUALQUIER TIEMPO. 

El auto de sujeción a proceso ataca la libertad del procesado al suje- 
tarlo a determinadas obligaciones como son el comparecer periódica- 
niente ante el órgano jurisdiccional, el concurrir a las diligencias que 
se practiquen en el proceso relativo, el no poder hacer uso de su liber- 
tad de tránsito si no es con autorización del propio juzgador, bajo cuya 
jurisdicción se encuentra sometido, el que se le dicte, en dado caso, el 
arraigo domiciliario, así como a todas aquellas circunstancias inheren- 
tes, a las cuales queda sujeta una persona sometida a un proceso penal. 
Por lo tanto, dicho acto queda comprendido dentro de la excepción 
prevista en la fracciírn 11 del artículo 22 de la Ley de Amparo, la cual 
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permite el ejercicio de la acción constitucional sin limitación temporal 
alguna, cuando se trate de actos que lesionen, ataquen o transgredan 
valores fundamentales del ser humano como son la vida, la libertad, o 
la integridad personal, toda vez que la expresión "ataque" a la que 
alude la fracción en comento, no debe entenderse limitada a una pri- 
vación total de la libertad, sino a una afectación de la misma, en fun- 
ción, precisamente, del alto valor que se protege y cuya defensa me- 
diante el juicio de garantías no debe quedar sujeta a requisitos de 
temporalidad. 

la/J. 11/97 
Contradicción de tesis 67/96. Entre las sustentadas por el Segundo y el 

Cuarto Tribunales Colegiados en Materia Penal del Primer Circuito. 19 de 
febrero de 1997. Unanimidad de cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Corde- 
ro de Garcia Villegas. Secretaria: Norma Lucía Piña Hemández. 

Tesis de jurisprudencia 11/97. Aprobada por la Primera Sala de este alto 
tribunal, en sesión de diecinueve de febrero de mil novecientos noventa y 
siete, por unanimidad de cinco votos de los Ministros presidente Juventino 
V. Castro y Castro, Humberto Román Pailacios, José de Jesús Gudiño Pela- 
yo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de Garcia Villegas. 

AiEDZDAS DE APREMIO, PARA SU APLZCACZdN EN U N  JUICIO 
MERCANTIL,  DEBE ACUDZRSE SUPLETORZAMENTE A LA LE- 
GISLACZdN COM U N .  

La técnica procesal en la materia mercantil, de conformidad con el 
articulo 1054 del Código de Comercio, permite la aplicación de nor- 
mas de los Códigos de Procedimientos Civiles de cada Estado, cuando 
en el citado Código de Comercio, no existan preceptos procedimenta- 
les expresos sobre determinado cuestionamiento jurídico, generalmente 
cuando dicho punto esté comprendido en el ordenamiento mercantil, 
pero no se encuentre debidamente regulado o estC previsto deficiente- 
mente, todo ello desde luego, siempre y cuando esa aplicación suple- 
toria no se contraponga con el Código de Comercio. Siguiendo esta 
regla genorica, aparentemente no cabría la aplicación supletoria en 
tratándose de medios de apremio, puesto que no existe tal institución 
en el invocado ordenamiento, mucho menos la forma de impugnarlos; 
sin. embargo, como todo juzgador dentro del procedimiento tiene la 
facuItad para emplear medidas de apremio para hacer cumplir sus 
determinaciones, ello implica que la supletoriedad opera aun cuando 
tal- institución no se encuentre prevista en el ordenamiento mercantil, 
siempre que sea indispensable aclarar conceptos ambiguos, oscuros, con- 
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tradictorios o subsanar alguna omisión; además, por la razón obvia 
de que, de no establecerse esa supletoriedad de manera íntegra, inclu- 
yendo la sustanciación de su impugnación, el juzgador que conozca de 
las contiendas de carácter mercantil estará imposibilitado para hacer 
uso de medidas legales tendientes z la obtención de la celeridad en la 
impartición de justicia; aunado a que el carácter supletorio de la ley, 
como en la especie, resulta como consecuencia de una integración y 
reenvío de una ley especializada a otros textos legislativos generales que 
fijan los principios aplicables a la regulacih de la ley suplida. 

la./J. 8/97 
Contradicción de tesis 14/96. Entre las sustentadas por el Segundo y Ter- 

cer Tribunales Colegiados, ambos del Sexto Circuito. 8 de enero de 1997. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de Garcia Vi- 
llegas, previo aviso a la Presidencia. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: 
Jorge H. Benítez Pimienta. 

Tesis de jurisprudencia 8/97. Aprobada por la Primera S d a  de este alto 
tribunal, en sesión de cinco de mano de mil novecientos noventa y siete, por 
unanimidad de cuatro votos de los Ministros presidente Juventino V. Castro 
y Castro, Humberto Román Palacios, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez 
Cordero de Garcia Villegas. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo, previo 
aviso a la Presidencia. 

SEGUNDA SALA 

EJIDATARIOS Y COMUNEROS. LOS ASPIRANTES A ESAS CALI- 
DADES DISPONEN DEL PLAZO DE T R E I N T A  DfAS PARA PRQ- 
M 0  VER AMPARO. 

El articulo 218 de la Ley de Amparo, que establece el plazo de trein- 
ta días para la promoción del juicio de garantlas, solamente se refiere 
a los ejidatarios o comuneros que se vean afectados en sus derechos 
individuales, y no así a los aspirantes a esas calidades; sin embargo, el 
artículo 212, fracci6n 111, de la propia ley, incluye a dichos aspirantes 
dentro de los titulares de la acción de amparo en materia agraria, mo- 
tivo por el cual, la presentacibn de su demanda debe regirse por las 
disposiciones privilegiadas que contiene el libro segundo de esa ley, cun 
preferencia sobre las normas genéricas del juicio de garantías. Conse- 
cuentemente, por identidad de razón, el plazo de que disponen para 
promover el amparo es el de treinta días a que se refiere el indicado 
articulo 218, y no el de quince días que, como regla general, establerre 
el diverso artículo 21. 
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2a./J. 13/97 
Contradicción de tesis 31/96. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 

Colegiado del Sexto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto 
Circuito. 26 de febrero de 1997. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Agui- 
rre Anguiano. Secretaria: Clementina Flores Suárez. 

Tesis de jurisprudencia 13/97. Aprobada por la Segunda Sala de este alto 
tribunal, en sesión pública de veintiséis de febrero de mil novecientos noventa 
y siete, por unanimidad de cinco vot-x de los Ministros Juan Díaz Romero, 
Mariano Azuela Güitrón, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Guillermo 1. Or- 
tiz Mayagoitia y presidente Genaro David Góngora Pirnentel. 

MULTAS ADMINISTRATIVAS O N O  FISCALES. PRINCIPIO DE 
DEFINITIVIDAD EN EL AMPARO C O N T R A  LAS. 

De conformidad con el artículo 30. del Código Fiscal de la Federa- 
ción, las multas por infracción a normas administrativas federales, 
tienen el carácter de aprovechamientos, no así de contribuciones, las 
que, por su parte, se encuentran previstas por el artículo 20. de dicho 
código. El artículo 135 de la Ley de Amparo vigente, no alude a né- 
ditos fiscales en general, sino a una de sus especies: las contribuciones, 
por lo que excluye de su contenido a los aprovechamientos, entre los 
que se encuentran las multas administrativas. De conformidad con el 
artículo 144 del Código Fiscal de la Federación, para suspender la eje- 
cución de una multa no fiscal, como lo es la impuesta por la Procura- 
duría Federal del Consumidor, ~6~10 debe garantizarse el interés fiscal, 
el cual se constituye únicamente con el monto de la sanción impuesta, 
pues las multas no fiscales no causan recargos, de acuerdo con la parte 
final del artículo 21 de dicho código. En materia de amparo, la sus- 
pensión que, en su caso, proceda contra el cobro de dichas multas, 
debe regirse, no por la regla especial prevista por el artículo 135 del 
propio ordenamiento, sino por las reglas generales contenidas en los 
artículos 124, 125 y 139 de la ley de la materia, al no participar las in- 
dicadas multas administrativas del carácter de contribuciones, sino de 
aprovechamientos. Así, de acuerdo con los tres últimos numerales, para 
conceder la suspensión definitiva, se exige: que la solicite el agraviado; 
que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposi- 
ciones de orden público; que con la ejecución del acto reclamado se 
causen al quejoso daños y perjuicios de dificil reparación; y que el 
peticionario otorgue garantía bastante para reparar el daño e indem- 
nizar los perjuicios que con la suspensión se causaren a algún tercero, 
en caso de que el quejoso no obtuviera sentencia favorable en el juicio 
de amparo; entendiendo por tercero, para este efecto, cualquier per- 
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sona física, persona moral privada u oficial, que tenga un interés con- 
trario al quejoso. De acuerdo con lo anterior se concluye que conforme 
al principio de definitividad que rige al juicio de garantías, contenido 
parcialmente en la fracción XV del artículo 73 de la Ley Reglamen- 
taria de los artículos 103 y 107 constitucionales, antes de acudir al am- 
paro contra las multas administrativas, éstas deben ser impugnadas 
ante el Tribunal Fiscal de la Federación, ya que a través del juicio de 
nulidad fiscal puede lograrse su modificación, revocación o nulificación, 
y para suspender su ejecución, el Código Fiscal de la Federación no 
exige mayores requisitos que los consignados por la Ley de Amparo 
para conceder la suspensi6n definitiva. 

2a./J. 8/97 
Contradicción de tesis 100/95. Entre las sustentadas por eil Segundo Tribu- 

nal Colegiado del Décimo Noveno Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primcr Circuito. 24 de enero de 1997. Cinco 
votos. Ponente: Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Juan José Franco 
Luna. 

Tesis de jurisprudencia 8/97. Aprobada por la Segunda Sala de este alto 
tribunal, en sesión pública de veinticuatro de enero de mil novecientos noven- 
ta y siete, por unanimidad de cinco votos de los Ministros Juan Díaz Rome- 
ro, Mariano Azuela Güitrón, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Guilllermo 
1. Ortiz Mayagoitia y presidente Genaro David Góngora Pimentel. 

TESTIGOS EN EL JUICIO LABORAL.  L A  SOLA CIRCUNSTAN- 
CIA DE QUE SEAN PARIENTES DEL OFERENTE N O  ES SUFI- 
CIENTE PARA NEGAR V A L O R  A SUS DECLARACIONES. 

En el juicio laboral no puede dciar de admitirse ningún testimonio 
ofrecido por las partes que satisfaga las exigencias legales, no encon- 
trándose prohibido el de parientes del oferente, pues bien pueden ser 
éstos los únicos hábiles o capaces para declarar. Sin embargo, tal pa- 
rentesco debe apreciarse por el juzgador en el momento de valorar el 
testimonio, sin que por sí solo sea suEiciente para negar eficacia a las 
declaraciones, dependiendo el valor de la prueba de que los testigos 
sean idóneos para declarar en cuanto esté demostrada la razón sufi- 
ciente por la que emitieron su testimonio, o sea, que se justifique la 
verosimilitud de su presencia en donde ocurrieron los hechos; de la ido- 
neidad de su conocimiento del hecho inquirido; del contenido de su 
deposición y también de la verosimilitud de su dicho, entre otros de 
los muchos factores que deben inEluir en la decisión del juzgador, ya 
que la referida circunstancia no es causa forzosa de parcialidad de  los 
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testigos, pues no los induce, necesariamente, a dejar de manifestar la 
verdad y, por lo mismo, para que pueda negarse todo valor a sus deposi- 
ciones es nienester que se demuestre que falsearon los hechos investigados. 

2a./J. 12/97 
Contradicción de tesis 46/96. Entre las sustentadas por el Tribunal Cok- 

giado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, el antes Tribunal Colegia- 
do Supernumerario en Materia de 'Trabajo del Primer Circuito, hoy Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el otrora 
Tercer Tribunal Colegiado del S e p l d o  Circuito, hoy Segundo Tribunal CO- 
legiado en Materias Penal y Administrativa del Segundo Circuito. 12 de mano 
de 1997. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Armando Cor- 
tés Galván. 

Tesis de jurispxudencia 12/97. Aprobada por la Segunda Sala de este alto 
tribunal, en sesión pública de doce de mamo de mil novecientos noventa y 
siete, por unanimidad de cinco votos de los Ministros Juan Díaz Romero, 
Mariano Azuela Güitrón, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Guillermo 1. 
Ortiz Mayagoitia y presidente Genaro David Góngora Pimentel. 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

ABi7SO DE CONFIANZA. DOMESTICOS Y DEPENDIENTES. 

Cuando la cosa mueble está dentro de la esfera material de una pes- 
sona como consecuencia de un acto jurídico cuyo objeto sea distinto 
al de la cosa en si, no tendrá una posesión derivada sino una posesión 
precaria, como sucede con el doméstico y dependiente, quienes son po- 
seedores precarios en relación con los útiles de trabajo y las mercancias 
respectivamente, porque aun cuando los tienen a su alcance material, 
esto se debe al contrato laboral correspondiente, por lo que en estos 
supuestos no se satisface el presupuesto técnico del abuso de confianza. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 

VI.20. J/94 
Amparo en revisión 218/89. Martha Serrano Ruiz (Recurrente: Juez de 40 

Penal de Apizaco, Tlaxcala). 4 de julio de 1989. Unanimidad de votos. PO- 
nente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José Mario Machorro Castillo. 

Amparo directo 3/93. José Antonio Tobías Escalante Ortiz. 4 de febrero de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: 
José Mario Machorro Castillo. 

Amparo en revisión 483/94. Laura Leticia Meza Minutti (Recurrente: Juez 
de Defensa Social del Distrito Judicial de Chdula, Puebla). 7 de diciembre 
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de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel Goy- 
zueta. Secretario: Gonzalo Carrera Molina. 

Amparo en revisión 643/96. José Gerardo Morales Maldonado. 15 de ene- 
ro de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Loranca Muñoz. Secreta- 
rio: Gonzalo Carrera Molina. 

Amparo en revisión 698/96. Ramiro Funes Ramos (Recurrente: Juez de 
Defensa Social del Distrito Judicial de Tepeaca, Puebla). 12 de febrero de 
1997. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Loranca Muñoz. Secretario: 
Alfonso Gazca Cossío. 

ACCZdN RESTZTUTORZA EN M A T E R I A  AGRARIA,  ELEMEN- 
T O S  DE LA.  

Para que prospere la acción restitutoria en materia agraria, es me- 
nester demostrar los siguientes elementos: a) La titularidad de la par- 
cela que se reclama; b) La posesi611 por el demandado de la cosa per- 
seguida; y c) La identidad de la misma, o sea que no pudiera dudarse 
cuál es la cosa que la actora pretende se le restituya y a la que se re- 
fieren las documentales fundatorias de la acción. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGBSIMO PRIMER CIRCUITO 
Xx1.10. J/5 

Amparo directo 73/96. Cira Parra de la Rosa. 29 de febrero de 1996. Una- 
nimidad de votos. Ponente: José Refugio Raya Arredondo. Secretario: Sal- 
vador Vázquez Vargas. 

Amparo directo 355/96. Comisariado Ejidail del Ejido "El Cimelar", Mu- 
nicipio de Atoyac de Alvarez, Guerrero. 11 de julio de 1996. Unanimidad de 
votos. Ponente: José Refugio Raya Arredondo. Secretario: Salvador Vázquez 
Vargas. 

Amparo directo 428/96. Jesús Santos Oropeza. 29 de agosto de 1996. Una- 
nimidad de votos. Ponente: José Refugio Raya Arredondo. Secretario: Igna- 
cio Cuenca Zamora 

Amparo directo 361/96. Mario Dorantes Rivera. 8 de agosto de 1996. Una- 
nimidad de votos. Ponente: José Refugio Raya Arredondo. Secretario: Sal- 
vador Vázquez Vargas. 

Amparo directo 23/97. Irineo Casimiro Palacios. 13 de febrero de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Joaquín Dzib Núñez. Secretario: Dionicio O. 
Ramírez Avilés. 

PRUEBA PERZCZAL MÉDZCA, SI EL T R A B A J A D O R  N O  SE PRE- 
SENTA P A R A  SER EXAMINADO, DEBE DECRETARSE L A  DE- 
SERCZdN DE LA.  

En los casos en que se ofrece la prueba pericia1 médica para acredi- 
tar algún accidente de trabajo o una invalidez, no existe disposición 
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en la Ley Federal del Trabajo que obligue a una Junta de Conciliaaón 
y Arbitraje a designar a un actuario con el propósito de acompañar 
al interesado ante el especialista correspondiente; de manera que si se 
requiere al oferente a presentarse para ser examinado en un lugar y a 
una hora determinados y es apercibido que de no ocurrir se decretará 
la deserción de la prueba, y no obstante esa prevención deja de hacerlo 
sin exponer los motivos de su proceder ante la autoridad laboral, con 
tal conducta se pone en evidencia su desinterts en el desahogo de la 
prueba y en consecuencia resulta apegada a derecho la sanción que im- 
ponga la autoridad, haciendo efectivo el apercibimiento decretado. 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL PRIMER CIRCUITO 
I.9o.T. J/23 

Amparo directo 2739/95. Cruz Hernández R d r e z .  22 de mano de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: José 
Morales Contreras. 

Amparo directo 3149/95. Juventino Torres García. 3 de mayo de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Nilda R. Muñoz Vázquez. Secretario: Fran- 
cisco Orozco Vera. 

Amparo directo 7899/96. Román C a r m m  Velazco. 15 de agosto de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Nilda R. Muñoz Vázquez. Secretario: Fran- 
cisw Orozco Vera. 

Amparo directo 13259/96. Pedm Corona Enciso. 9 de enero de 1997. Unani- 
midad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: José Mo- 
rala Contreras. 

Amparo directo 39/97. Edilberto García Ocampo. 16 de enero de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Nilda R. Muñoz Vázquez. Secretario: José 
Juan Ramos Andrade. 

SENTENCIAS DE PRIMERA INSTANCIA DICTADAS EN U N A  
CAUSA PENAL, Q U E  IMPONGAN PENA DE PRISIdN SIN DIS- 
FRUTE O CONCESIdN INMEDIATA DE L A  CONDENA CONDI- 
CIONAL.  SON APELABLES Y E L  AMPARO DIRECTO EN Q U E  
SE RECLAMEN ES IMPROCEDENTE. 

El artículo 388 del Código de Procedimientos Penales vigente en el 
Estado de Chihuahua, dispone que son irrecurribles las resoluaones 
dictadas en procedimientos que se sigan por delito sancionado con pena 
máxima de cuatro años de prisión; sin embargo, dicho precepto legal 
establece excepciones a esa regla y, en lo que interesa, en su inciso b) 
señala que se exceptúan las sentencias que impongan prisión sin disfrute 
inmediato de la condena condicional; al respecto el articulo 399, frac- 
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ción 1, del citado ordenamiento legal establece q u e  procede l a  apelación 
e n  ambos efectos, cuando se trate d e  sentencias definitivas q u e  impon- 
gan pena d e  prisión sin concesión inmediata d e  l a  condena condicional; 
consecuentemente, si el  acto reclamado e n  amparo directo es u n a  sen- 
tencia d e  primera instancia dictada e n  u n a  causa penal, que  impone 
al  quejoso u n a  pena privativa d e  libertad, sin otorgarle d e  inmediato el  
disfrute d e  la condena condicional, ya sea porque el goce d e  dicho 
beneficio se sujete a q u e  el sentenciado pague o garantice l a  reparación 
del  d a ñ o  e n  u n  lapso determinado, o bien n o  conceda el mismo, es 
inconcuso q u e  el juicio d e  garantías deviene improcedente, pues e n  ese 
supuesto la sentencia d e  primera instancia q u e  se reclama si es recu- 
rr ible e n  apelación al  actualizarse la hipótesis contenida e n  el  inciso b) 
del  articulo 358 del ordenamiento legal del mérito, por constituir el 
acto reclamado una  sentencia d e  primer grado q u e  impone prisión sin 
disfrute inmediato d e  l a  condena condicional; por tanto, a l  n o  haberse 
agotado, antes d e  ocurrir a l  amparo, e l  recurso ordinario previsto e n  
l a  ley q u e  rige el  acto reclamado, se actualiza la causal d e  improceden- 
cia del juicio d e  garantías, prevista en el artículo 73, fraccióin XIII, d e  
l a  Ley d e  Amparo, y debe sobreseerse e n  el mismo. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO SEPTIMO CIRCUITO 
XV11.20. J/4 

Amparo directo 828/95. Victorino García Sandoval. 22 de febrero de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente : Gustavo Rafael Parrao Rodríguez. Secretario : 
Andrés Pérez Lozano. 

Amparo directo 711/95. Rosa Emma Molina de Serrano. 14 de mano de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: JosC Luis Gómez Molina. Secretario: 
Jorge Luis Olivares Mpez. 

Amparo directo 129/96. Alejandro Méndez Mendoza. 20 de mano de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Rafad Parrao Rodríguez: Secreta- 
rio: Andrés Pérez Lozano. 

Amparo directo 200/96. Lorenzo González Muro. 9 de mayo de 1996. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Gustavo Rafael Parrao Rodríguez. Secretario: 
Andrés Pérez Lozano. 

Amparo directo 4/96. Víctor B d n  Aguirre y otro. 27 de junio de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Angel Gregorio Vázquez González. Secreta- 
ria: Sara Olivia González Corral. 

Vease: Apéndice al Semanario Judicial de la Federacidn 1917-1995, temo 11, 
Materia Penal, tesis 345, página 191. 
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JURISPRUDENCIA 357 

SUSTZTUCZdN DE LA PENA DE PRZSZON, TRATANDOSE DE 
DELITOS FISCALES. 

En términos de lo dispuesto en el artículo 101 del Código Fiscal de 
la Federación, para que proceda la condena condicional, la sustitución 
de la pena o cualquier otro beneficio respecto de los delitos fiscales, 
además de los requisitos seííalados en el Código Penal Federal, será 
necesario comprobar que los adeudos fiscales están cubiertos o garan- 
tizados a satisfacción de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
Ahora bien, cuando en los autos del proceso penal relativo existen 
constancias que acreditan fehacientemente la existencia de un embargo 
precautorio o aseguramiento de bienes bastantes en favor de la Secre- 
taría de Hacienda y Crédito Público, este tribunal estima que la ne- 
gativa del beneficio en favor del sentenciado fundada en tal precepto 
y en el hecho de que la autoridad hacendaria no ha emitido una de- 
claratoria sobre el extremo inicialmente apuntado, resulta violatoria 
de garantías, pues la autoridad judicial no puede soslayar que el inte- 
rés fiscal se encuentra garantizado, con independencia de que exista o 
no una declaratoria específica de la autoridad tributarin, atento que 
por disposición del artículo 60 de la Ley Aduanera "Las mercancías 
están afectadas directa y preferentemente al cumplimiento de las obli- 
gaciones y créditos fiscales.. ."; por tanto, una recta interpretación del 
artículo 101 del Código Fiscal de la Federación, conduce a establecer 
que el inismo sólo obliga a la autoridad judicial, previamente a otorgar 
cualquier beneficio a los sentenciados por delitos fiscales, a cerciorarse 
de que los adeudos de la misma naturaleza esten cubiertos o garanti- 
zados a fin de que en el último de los casos, la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público, con arreglo a las leyes fiscales aplicables, pueda 
resarcirse a satisfacción, de las contribuciones omitidas, recargos y san- 
ciones que pudieran surgir con cargo al sentenciado y que sólo en el 
presupuesto excepcional de que los bienes secuestrados en garantía de 
dichos créditos resultaran notoriamente insuficientes para los fines se- 
ñalados, serían improcedentes los citados beneficios. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO NOVENO CIRCUITO 
XIX.20. J j8  

Amparo directo 143/94. Francisco Gaona de León. 21 de abril de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Terrazas Salgado. Secretaria: Gina 
Esthela Ceccopieri Gómez. 
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Amparo directo 726/94. Bulmaro O& Castro. 13 de mano de 1995. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Guadalupe Méndez Hernández. Secretario: Mar- 
co Antonio Cepeda Anaya. 

Amparo directo 247/95. Luis Humberto García Lozano. 20 de septiembre 
de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Terrazas Salgado. Secreta- 
ria: G i  Esthela Ceccopieri Gómez. 

Amparo directo 455/95. Rubén Nhñez Castañeda. 11 de diciembre de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Lucio Antonio Castillo González. Secretario: 
Arturo Ortegón Gana. 

Amparo directo 127/96. Juan Ramón Dueñas Estrada y otro. 5 de diciem- 
bre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Terrazas Salgado. Se- 
cretaria: G i a  Esthela Ceccopieri Gómez. 

TESTIGOS EN MATERIA PENAL. N O  EXISTEN TACHAS. 

E n  materia penal n o  se admiten tachas, y el  hecho d e  q u e  u n  testigo 
tuviese lazos íntimos con el  pasivo n o  inhabilita su declaración, pues 
si  bien pudiese establecer motivos d e  desconfianza, para d u d a r  d e  l a  
veracidad de su relato, esto no acontece si su testimonio es acorde con 
la  c o n f e s i h  del  activo y las declaraciones d e  otros testigos presenciales. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
VI.20.J/93 

Amparo directo 183/88. Pedro Luna Briones. 6 de septiembre de 1988. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Amoldo Nájera Virgen Secretario: Enrique 
Crispín Campos Ramírez. 

Amparo en revisión 32/90. Ignacio Jesús Limón Ricoy. 31 de enero de 
enero de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Se- 
cretario: José Mario Machorro Castillo. 

Amparo directo 446/92. Rubén Hernández Ojeda. 27 de octubre de 1992. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Armando Cor- 
tés Galván. 

Amparo en revisión 633/95. Moisés Castellanos Shchez. 29 de noviembre 
de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel Goy- 
meta. Secretaria: Hilda Tame Flores. 

Amparo directo 679/96. Alfredo Alejandro Hernández Morales. 12 de 
febrero ddl 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Loranca Muñoz. 
Secretaria Hilda Tames Flores. 
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